	

	Tribunal de Contrataciones y Adquisiciones del Estado

	Resolución Nº 1104/2007.TC-S3
Sumilla  :  Corresponde sancionar a la empresa COMERCIALIZADORA JEMA DEL ORIENTE S.A.C., por la presentación de documentos falsos o inexactos, infracción tipificada en el numeral 9) del artículo 294° del Reglamento de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado por Decreto Supremo N.° 084-2004-PCM.
Lima, 13.AGOSTO.2007
Visto, en sesión de fecha 03 de agosto de 2007 de la Tercera Sala del Tribunal de Contrataciones y Adquisiciones del Estado el Expediente N.° 256/2007. TC sobre la aplicación de sanción a la empresa COMERCIALIZADORA JEMA DEL ORIENTE S.A.C., por supuesta responsabilidad en la presentación de documentos falsos o inexactos durante la ADP Nº 0006- 2006-EP/UO 0860, convocada por la Región Militar del Oriente del Ejercito Peruano, para la contratación del servicio de “alquiler de transporte fluvial y terrestre  y adquisición de material de escritorio e informático para el proceso de elecciones regionales y municipales”; y, atendiendo a los siguientes:   
ANTECEDENTES: 
1.            El 17 de octubre de 2006, el Ejército del Perú – Región Militar del Oriente, en adelante la Entidad, convocó a la Adjudicación Directa Pública N.º 0006-2006-EP/UO 0860, según relación de ítems, para la contratación del servicio de alquiler de transporte fluvial y terrestre; y adquisición de material de escritorio e informático para el proceso de elecciones regionales y municipales 2006. 
2.            El 31 de octubre de 2006, se llevó a cabo el acto de presentación  de propuestas, en la que participó la empresa Comercializadora JEMA del Oriente S.A.C., en lo sucesivo el Postor. 
3.            El 15 de febrero de 2007, mediante oficio N.º 012 OCA/ABASTO/DELOG-RMO, la Entidad puso en conocimiento de este Tribunal que el postor habría presentado en su propuesta, la siguiente documentación falsa:  
a.      “Certificado de Conformidad del Servicio” del 31 de octubre de 2006 emitido por la firma RUSKA & ASOCIADOS – CORREDORES DE SEGUROS S.A., a favor del Postor. 
b.      “Convenio” del 30 de octubre de 2006 suscrito entre el señor DALI HUACHO MEDINA y el Postor, referente al vehículo de placa UO-7761. 
c.       “Convenio” del 30 de Octubre de 2006 suscrito entre el señor DALI HUACHO MEDINA y el Postor, referente al vehículo de placa UY-1469. 
d.      “Convenio” del 30 de octubre de 2006 suscrito entre el señor DALI HUACHO MEDINA y el Postor, referente al vehículo de placa UO-6405. 
Para afirmar que dichos documentos resultaban falsos, la Entidad remitió documentación mediante la cual las personas que supuestamente suscribieron los documentos citados, señalan que no lo hicieron. 
4.            Con decretos de fecha 20 de febrero y 21 de marzo de 2007, se solicitó y reiteró a la Entidad para que remita, entre otros, el informe técnico y/o legal de su asesoría sobre la procedencia y supuesta responsabilidad del Postor; y los respectivos antecedentes administrativos. 
5.            El 26 de marzo de 2007, la Entidad cumplió con remitir la documentación restante. 
6.            Con decreto de fecha 03 de abril de 2007, el Tribunal dispuso formalmente el inicio del procedimiento administrativo sancionador contra el Postor, por la supuesta presentación de documentos falsos o inexactos; infracción tipificada en el numeral 9) del artículo 294º del Reglamento. En tal sentido, otorgó al Postor el plazo de diez (10) días para que presenten sus descargos en atención al derecho de defensa que le asiste. 
7.            Al no haber cumplido el Postor con remitir sus descargos en el plazo de ley, mediante decreto de fecha 18 de mayo de 2007, previa razón de secretaría del Tribunal, se hizo efectivo el apercibimiento decretado de resolver con la documentación obrante en el expediente; por lo que se remitió el Expediente a la Tercera Sala del Tribunal para que resuelva. 
FUNDAMENTACIÓN: 
1.            En el caso de autos, el inicio del procedimiento administrativo sancionador contra el Postor se ha decretado como consecuencia de su supuesta responsabilidad en la comisión de la infracción tipificada en el numeral 9) del artículo 294º del Reglamento de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado[1] aprobado mediante Decreto Supremo N.º 084-2004-PCM, en adelante el Reglamento, debido a que durante la tramitación de la Adjudicación Directa Pública N.º 0006-2006-EP/UO 0860, presentó la siguiente documentación: 
a.      “Certificado de Conformidad del Servicio” del 31 de octubre de 2006 emitido por la firma RUSKA & ASOCIADOS – CORREDORES DE SEGUROS S.A., a favor del Postor. 
b.      “Convenio” del 30 de octubre de 2006 suscrito entre el señor DALI HUACHO MEDINA y el Postor, referente al vehículo de placa UO-7761. 
c.       “Convenio” del 30 de Octubre de 2006 suscrito entre el señor DALI HUACHO MEDINA y el Postor, referente al vehículo de placa UY-1469. 
d.      “Convenio” del 30 de octubre de 2006 suscrito entre el señor DALI HUACHO MEDINA y el Postor, referente al vehículo de placa UO-6405. 
2.            Al respecto, es preciso indicar que conforme a lo establecido por este Tribunal en sendas Resoluciones, la infracción imputada al Postor se configura con la sola presentación de documentos falsos o inexactos ante las Entidades o CONSUCODE, es decir con la sola afectación del Principio de Presunción de Veracidad[2] consagrado en el acápite 1.7 del artículo IV del Título Preliminar de la Ley del Procedimiento Administrativo General, Ley Nº 27444, sin que la norma exija otros factores adicionales, por cuanto la Administración presume que todos los documentos y declaraciones formuladas por los administrados responden a la verdad de los hechos que ellos afirman. Asimismo, ello es concordante con el Principio de Moralidad, tipificado en el acápite 1 del artículo 3º de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado aprobada mediante Decreto Supremo N.º 083-2004-PCM, en adelante la Ley, el cual establece que los actos referidos a las contrataciones y adquisiciones estatales deben caracterizarse por la honradez, la veracidad, intangibilidad, justicia y probidad. Lo que hace suponer a las Entidades que la documentación presentada por los postores y/o contratistas resultan acorde con la realidad. 
3.            Asimismo, el artículo 42º de la Ley de Procedimiento Administrativo General, Ley N° 27444, establece que "Todas las declaraciones juradas, los documentos sucedáneos presentados y la información incluida en los escritos y formularios que presenten los administrados para la realización de procedimientos administrativos, se presumen verificados por quien hace uso de ellos, así como de contenido veraz para fines del procedimiento administrativo, salvo prueba en contrario". 
4.            Sin perjuicio de lo señalado en los párrafos anteriores, la Presunción de veracidad resulta ser una “Presunción provisoria”[3]; por lo que se encuentra inherente de una etapa indispensable de fiscalización posterior sobre las declaraciones y documentos considerados como ciertos al momento de su presentación[4].
5.            Ahora bien, para la configuración del supuesto de presentación de documentación falsa, tipificado en el numeral 9) del artículo 294º del Reglamento, se requiere acreditar previamente su falsedad, es decir que el documento o los documentos cuestionados no hayan sido expedidos por el órgano emisor o que siendo válidamente expedidos hayan sido adulterados en su contenido. Por otro lado, la información inexacta se configura con la presentación de declaraciones no concordantes con la realidad, a través del quebrantamiento del principio de presunción de veracidad, citado precedentemente. 
6.             En función a ello y en uso de sus atribuciones, la Entidad realizó la verificación posterior pertinente, ante lo cual procedió a informar a este Tribunal de la infracción cometida por el postor, remitiendo la siguiente documentación: 
a.     Oficio N.º 01-DHM emitido por el señor Dalí Huacho Medina, mediante el cual éste señala que no ha suscrito ningún convenio con el Postor, de lo que se colige que los documentos presentados por el postor, consignados en los literales b, c y d del numeral 3 de los antecedentes de la presente Resolución, califica como documento falso. 
b.     Carta R. Y ASOC. Nº 1260/06 emitida por la empresa Ruska & Asociados Corredores de Seguros S.A., mediante la cual señala que en la actualidad no cuenta ni ha contado con los servicios del postor; por lo que se colige que el documento presentado por el postor, consignado en el literal a. del numeral 3 de los antecedentes de la presente Resolución, califica como documento falso. 
7.            Ahora bien, en función al derecho de defensa que le asiste al postor, se le otorgó el plazo de diez (10) días para que presente sus descargos; sin embargo, este no hizo uso de dicho derecho; es por ello que conforme a la documentación remitida por la Entidad y de acuerdo al análisis realizado, éste Colegiado, en función a lo establecido en los numerales 4 y 5 del artículo 235º de la Ley del Procedimiento Administrativo General – Ley N.º 27444[5], considera que en el presente procedimiento administrativo sancionador se ha acreditado la responsabilidad del Postor respecto a la presentación de documentación falsa, configurándose el tipo establecido en el numeral 9) del artículo 294º del Reglamento, debiéndose imponer la sanción correspondiente. 
8.            En cuanto a la graduación de la sanción imponible, que para el hecho que nos ocupa oscila entre tres (3) meses y un (1) año de inhabilitación para contratar con el Estado, debe tenerse en cuenta, los factores previstos en el artículo 302º del Reglamento, para poder realizar la determinación gradual de la sanción a imponer[6]. 
9.            Asimismo, resulta importante traer a colación el principio de razonabilidad consagrado en el numeral 1.4 del Artículo IV del Título Preliminar de la Ley del Procedimiento Administrativo General, por el cual las decisiones de la autoridad administrativa que impongan sanciones o establezcan restricciones a los administrados deben adoptarse dentro de los límites de la facultad atribuida y manteniendo debida proporción entre los medios a emplear y los fines públicos que deba tutelar, a fin que responda a lo estrictamente necesario para la satisfacción de su cometido. 
10.        Para el presente caso se aprecia que el postor ha presentado una serie de documentos con la finalidad de resultar adjudicatario de la Buena Pro en la Adjudicación Directa Pública N.º 0006-2006-EP/UO 0860; aparentando la existencia de ciertas relaciones con otras personas, quienes han manifestado que ello jamás existió, lo cual advierte la manipulación de información sin conocimiento ni consentimiento de la otra parte con la finalidad de obtener el puntaje correspondiente; por lo que corresponde imponer al postor la sanción pertinente. 
Por estos fundamentos, de conformidad con el informe del vocal ponente Dr. Carlos Vicente Navas Rondón, y con la intervención de los Vocales Dr. Juan Carlos Valdivia Huaringa, y Dra. Janette Elke Ramírez Maynetto, atendiendo a la reconformación de la Tercera Sala del Tribunal de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, según lo dispuesto en la Resolución N.º 279-2007-CONSUCODE/PRE, de fecha 21 de mayo de 2007, y de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 53º, 59º y 61º del Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado por Decreto Supremo N.º 083-2004-PCM, el artículo 171º de su Reglamento, aprobado por Decreto Supremo N.º 084-2004-PCM, y los artículos 17º y 18º del Reglamento de Organización y Funciones del CONSUCODE, aprobado por Decreto Supremos N.º 054-2007-EF; analizados los antecedentes y luego de agotado el correspondiente debate; por unanimidad; 
 

 



[1] Artículo 294.- Causales de aplicación de sanción a los proveedores, participantes, postores y contratistas.- El Tribunal impondrá la sanción de inhabilitación temporal o definitiva a los proveedores, participantes, postores y/o contratistas que:
(…) 9) Presenten documentos falsos o inexactos a las Entidades o al CONSUCODE; (…)
[2] “El Principio de Presunción de Veracidad consiste en el deber legal de suponer – por adelantado y con carácter provisorio – que los administrados proceden con verdad en sus actuaciones en el procedimiento en que intervengan /rige tanto las relaciones de la Administración Pública con sus agentes como con el público). Sustituye la tradicional duda o escepticismo de la autoridad sobre los administrados”. MORÓN URBINA, Juan Carlos. Comentarios a la Ley del Procedimiento Administrativo General. Primera Edición. Lima: Gaceta Jurídica, 2001; pág. 35 – 36.
[3] MORÓN URBINA, Juan Carlos. Comentarios a la Ley del Procedimiento Administrativo General. Primera Edición. Lima: Gaceta Jurídica, 2001; pág. 36.
[4] Ello se realiza, con la finalidad de confirmar la veracidad de las declaraciones y documentación presentada; asimismo, para proteger a las Entidades Públicas contra actuaciones que la puedan perjudicar al momento de tomar sus decisiones. 
[5] El Artículo 235º de la Ley del Procedimiento Administrativo Sancionador – Ley N.º 27444, establece que vencido el plazo para que se remitan los descargos, con ellos o sin ellos, la autoridad que instruye el procedimiento realizará de oficio todas las actuaciones necesarias para el examen de los hechos, recabando los datos e informaciones que sean relevantes para determinar, en su caso, la existencia de responsabilidades susceptible de sanción. Concluido ello, la autoridad instructora del procedimiento resolverá la imposición de una sanción o la no existencia de infracción.
[6] El artículo 302º del Reglamento señala que para graduar la sanción a imponerse deberá considerarse los siguientes criterios: i) Naturaleza de la infracción, ii) Intencionalidad del infractor, iii) Daño causado, iv) Reiterancia, v) El reconocimiento de la infracción cometida antes de que sea detectada, vi) Circunstancias de tiempo, lugar y modo, vii) Condiciones del infractor; y viii) Conducta procesal del infractor.
 

 

LA SALA RESUELVE: 
1.            Imponer a la empresa COMERCIALIZADORA JEMA DEL ORIENTE S.A.C. sanción administrativa de inhabilitación temporal en sus derechos para participar en procesos de selección y contratar con el Estado, por el periodo de un (1) año, sanción que entrará en vigencia a partir del cuarto día hábil siguiente de notificada la presente Resolución. 
2.            Poner la presente Resolución en conocimiento de la Gerencia del Registro Nacional de Proveedores del Consejo Superior de Contrataciones y Adquisiciones del Estado (CONSUCODE), para las anotaciones de Ley. 
Regístrese, comuníquese y publíquese.
ss.
Valdivia Huaringa.
Navas Rondón.
Ramírez Maynetto.


